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RESUMEN: 

La Mesa del Congreso de los Diputados, mediante Acuerdo publicado en el 
Boletín Oficial de las Cortes Generales de 2 de febrero de 2024, ha admitido a 
trámite una Iniciativa Legislativa Popular (ILP) con el fin de derogar la Ley 
que en 2013 declaró la tauromaquia como patrimonio cultural.  
 
Este artículo explica los antecedentes de la Ley de 2013 según la cual las 
corridas de toros pasaron a ser consideradas patrimonio cultural, cuyo origen 
también fue una ILP. Se detallan las múltiples irregularidades e incluso dudas 
de inconstitucionalidad de las que adoleció dicha iniciativa, así como las 
consecuencias que se derivaron de su aprobación para terminar abordando los 
fundamentos de la ILP promovida en 2024 para su derogación. 
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1. ANTECEDENTES E IRREGULARIDADES DE LA LEY QUE DECLARÓ LA 
TAUROMAQUIA “PATRIMONIO CULTURAL” 
 
1.1. Presentación de la ILP Proposición de Ley para la regulación de la fiesta de los 
toros como Bien de Interés Cultural (año 2011) 
 
La Iniciativa Legislativa Popular (ILP) a nivel estatal se encuentra regulada en la Ley 
Orgánica 3/1984, de 26 de marzo reguladora de la iniciativa popular (en lo sucesivo, LO 
3/84), considerado como un mecanismo de democracia directa a través del cual se 
confiere a las personas el derecho a presentar iniciativas legales al poder legislativo sin 
ser representantes en el Congreso de los Diputados. La iniciativa debe estar avalada por 
500.000 firmas que se deben recoger en el plazo de 9 meses, prorrogable a 3 meses más. 
 
La Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la tauromaquia como 
patrimonio cultural, se aprobó como consecuencia de una ILP mediante la cual los 
firmantes pidieron al Congreso de los Diputados que se declararan las corridas de toros 
Bien de Interés Cultural (y no patrimonio cultural, como finalmente sucedió), 
amparándose en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español. Se 
trataba de la ILP Proposición de Ley para la regulación de la fiesta de los toros como Bien 
de Interés Cultural (en adelante ILP BIC), cuya admisión a trámite por la Mesa de la 
Cámara fue publicada en el BOCG de 15/3/20111. Esta ILP BIC se tramitó tanto en calle 
como en las Cortes Generales con la mayoría absoluta del Partido Popular. 
 
1.2. Objetivos de la ILP BIC   
 
La declaración de un bien como BIC no podía llevarse a cabo mediante una Ley sin más, 
sino que se requería la tramitación de un expediente que debía incluir una serie de 
documentos e información concreta sobre los bienes a declarar. Sin embargo, en contra 
del procedimiento legalmente establecido, la proposición de ley de ILP BIC iniciaba su 
articulado sosteniendo y proclamando (artículo 1) “La Fiesta de los Toros constituye un 
Bien Cultural de carácter global. En consecuencia, el objeto de la presente Ley es la 
protección de la Fiesta de los Toros como Bien de Interés Cultural, y será de aplicación 
en todo el territorio nacional”.  
 
El texto de la ILP BIC2 tenía los siguientes objetivos:  
 

 
1 Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados. Serie D. Nº 540, 15-03-2011 
2 Boletín Oficial de las Cortes Generales. Congreso de los Diputados. Serie B. Nº 70-1, 28-05-2012 
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1) Fomentar y proteger la Fiesta de los Toros. 

2) Desarrollar normativa en materia de educación dirigida a los menores de edad 
en aras de introducir el conocimiento de la cultura taurina en los colegios y crear 
materias universitarias sobre la cultura taurina. 

3) Instar la declaración de la Fiesta de los Toros como Patrimonio Inmaterial de la 
Humanidad por parte de la UNESCO.  

 
Para cumplir los anteriores objetivos, la ILP BIC obligaba a todos los estamentos de la 
Administración a promulgar la normativa que fuera necesaria para cumplir lo anterior en 
los aspectos económicos “que tengan incidencia en la agricultura, la ecología, los 
transportes, el derecho laboral, o cualquiera en el que tenga un impacto real.”  
  
Según lo anterior, de conformidad con su artículo 5, de prosperar esta ILP BIC, todas las 
Administraciones españolas se verían obligadas a inyectar dinero público a los festejos 
taurinos, en detrimento de otras formas de cultura, acorde con el régimen de los bienes 
de interés cultural.  
 
En segundo lugar, se tendría que llevar a cabo una reforma educativa para incluir la 
asignatura “Fiesta de los Toros” como materia obligatoria en los colegios y 
Universidades.  
 
En tercer lugar, el Gobierno tendría que instar a declarar la fiesta de los toros como 
Patrimonio Inmaterial de la Humanidad por parte de la UNESCO, que es lo único que 
finalmente se mantuvo en el redactado de la Ley 18/2013. 
 
¿A que respondía esta imperiosa necesidad de declarar BIC a la Fiesta de los Toros? Es 
indiscutible que este intento respondía a la crisis que estaba sufriendo el sector en todo el 
territorio (y que ha seguido hasta la fecha). Esta decadencia del espectáculo se demostró 
en las encuestas del Ministerio de Cultura 2010-2011-2012 que señalaban el bajo y 
decreciente interés de los españoles por los espectáculos taurinos y un apreciable 
descenso de asistencia a los mismos en los últimos años.  
 
El mundo de la tauromaquia tampoco escondía estos datos alarmantes. Por ejemplo, en 
enero de 2013, un mes antes del inicio de la tramitación de la ILP BIC por la Cámara, en 
la IX Jornada Taurina,“Tres singulares exponentes taurinos de este país se refirieron, sin 
complejos, a los muchos problemas por los que atraviesa la fiesta y en concreto las 
ganaderías de reses bravas. «Estamos sentados aquí tres personas que, si presentáramos 
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la cuenta de resultados de la ganadería, y somos tres punteras e históricas, se nos caería 
la cara de vergüenza. O empezamos a remar todos en la misma dirección o el buque se 
va a pique».3 En esa misma fecha, un conocido experto en tauromaquia aceptaba también 
la realidad: La Fiesta de los Toros no es un espectáculo popular de masas. “Los toros 
exigen una sensibilidad muy distinta a la contemporánea. Los toros están históricamente 
abocados a desaparecer. En 10 años de clases en la Universidad de Sevilla no he visto 
ningún estudiante interesado en la tauromaquia”4. 
 
El declive se observaba también en el ámbito internacional. Según un comunicado de la 
Asociación Internacional de Tauromaquia del año 2012: “La situación de riesgo que la 
Tauromaquia vive en estos momentos es más grave de lo que parece. Solo una reacción 
rápida y contundente de los políticos puede frenar lo que en breve plazo será 
irrecuperable”5. 
 
1.3. Recogida de firmas por no fedatarios 
 
La LO 3/1984 establece que la ILP se ejerce mediante la presentación de proposiciones 
de ley suscritas por las firmas de, al menos, 500.000 electores, autenticadas por fedatarios 
especiales designados por la Comisión Promotora. Sólo estos fedatarios expresamente 
designados pueden dar fe pública de la autenticidad de las firmas que ellos mismos han 
recogido; de otra manera, sería imposible acreditar algo como cierto sin que se haya sido 
testimonio directo, como requiere la Ley.  
 
La Comisión Promotora de la ILP BIC registró ante el Instituto Nacional de Estadística 
590.000 firmas el 23/3/2012. Sin embargo, en dicho proceso se cometieron numerosas 
irregularidades, lo que propició una Queja ante la Junta Electoral Central (JEC), a la que 
le corresponde, por expreso mandato de la LO 3/1084, garantizar la regularidad del 
procedimiento de recogida de firmas, estableciendo también la doctrina de este organismo 
que quedarán invalidadas aquellas firmas recogidas por personas que no se hayan dado 
de alta para esta función. 
 
En concreto, la Comisión Promotora alentó a saltarse la ley promocionando en la web y 
muro de Facebook de la Comisión Promotora -Federación de Entidades Taurinas de 
Catalunya-, la frase “recoge firmas sin ser fedatario”. En concreto, el procedimiento 
irregular de la recogida y autentificación de firmas de la ILP consistía en que personas no 

 
3 http://www.hoy.es/v/20130121/toros/toro-problemas-fiesta-debaten-20130121.html  
4 https://www.diariodesevilla.es/sevilla/toros-convertiran-parecido-espectaculos-Tavora_0_661134094.html  
5 El citado comunicado no se encuentra en la actualidad disponible on line. 
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fedatarias recogieron firmas para posteriormente ser validadas por un fedatario. Incluso 
según declaró la propia Comisión Promotora6 en la La Razón, se repartieron pliegos en 
las ferias celebradas con motivo de las corridas de toros, para que los asistentes, fueran o 
no fedatarios, pudieran rellenarlo y entregarlo para que posteriormente un fedatario diera 
validez a dicho pliego con su rúbrica.  
 
Contra todo pronóstico, la JEC archivó la denuncia en base a las alegaciones de la 
Comisión Promotora en el expediente, que negó los hechos denunciados en base a nuevos 
hechos distintos o excluyentes que no fueron probados, circunstancia necesaria al 
invertirse en carga de la prueba. En concreto, la respuesta ofrecida por la Comisión 
Promotora a la denuncia interpuesta para negar los hechos consistió en afirmar que habían 
sido miembros de movimientos animalistas los que bajo la apariencia de fedatarios habían 
llevado a cabo los hechos denunciados. Esta argumentación inaudita e inverosímil nunca 
pudo ser probada y de este modo, la Comisión Promotora admitió que efectivamente se 
cometieron irregularidades en la recogida de firmas, pero imputó las mismas a grupos 
afines a los denunciantes, sin prueba alguna. 
 
Sin embargo, sí pudo demostrarse que posteriormente a la presentación de la denuncia, la 
Comisión Promotora se apresuró a eliminar sus indicaciones, ya que es fácilmente 
deducible y concluyente que si estos comentarios los hubieran difundido “animalistas”, 
tal y como sostuvo la Federación de Entidades Taurinas de Catalunya, a buen seguro que 
habrían continuado estando a disposición del público.  
 
EL PAIS en fecha 10/4/2012, tras la investigación llevada a cabo por dicho medio de 
comunicación, confirmó lo siguiente: “En la actualidad no hay constancia de que las 
páginas mencionadas contengan dicha frase, pero si se echa un vistazo a la caché de 
Google, una herramienta que permite acceder temporalmente a anteriores versiones de 
una página web, se puede comprobar cómo, efectivamente, la Federación tenía un bloque 
de información en el que alentaba a los aficionados a que enviasen su solicitud de 
recogida de firmas para que, posteriormente, los fedatarios autorizados la validasen”.  
 
A pesar de ello, la JEC, en lugar de declarar invalidado el proceso de recogida de firmas, 
archivó las actuaciones atendiendo únicamente a las manifestaciones de la Comisión 
Promotora, sin pruebas, y acordó trasladar al Congreso de los Diputados certificación 
acreditativa del número de firmas válidas que exige la legislación. 
 

 
6 https://www.larazon.es/historico/8079-la-ilp-repartira-pliegos-en-las-ferias-de-final-de-temporada-para-
conseguir-nuevas-firmas-LLLA_RAZON_396894/  
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Los acuerdos de la JEC fueron recurridos ante el Tribunal Supremo, el cual, después de 
concluir el procedimiento con el escrito de conclusiones y habiendo probado todos los 
extremos, estando ya visto para sentencia en febrero de 2013, inadmitió el recurso inicial 
por motivos de legitimación y falta de competencia del juez (razones ambas que habrían 
tenido que ser alegadas con anterioridad). Si bien el auto fue recurrido por atentar contra 
derechos fundamentales, ni siquiera se resolvió, quedando el procedimiento también sin 
sentencia alguna. 
 
1.4. Prórroga del plazo de recogida de firmas 
 
Ante el riesgo real de que la ILP BIC fuera declarada caducada por haber transcurrido el 
plazo de 9 meses establecido legalmente para recoger las 500.000 firmas, la Comisión 
promotora, alegando “vicisitudes burocráticas”, solicitó la prórroga de 3 meses prevista 
en el artículo 7.3 de la LO 3/1984, únicamente para los casos en que “concurra causa 
mayor apreciada por la Mesa del Congreso”. La solicitud de prórroga para recoger 
firmas hasta el 26/3/2012 fue concedida por la Mesa de la Diputación Permanente, 
motivada por ser el periodo de recogida de firmas coincidente con otros procesos 
electorales, una razón más que cuestionable que pueda incardinarse en un supuesto de 
causa mayor. 
 
1.5. Toma en consideración de la ILP BIC por el Congreso de los Diputados 
 
En la sesión plenaria del Congreso de los Diputados de 12/2/2013, se sometió a votación 
la toma en consideración de la Proposición de Ley de ILP para la regulación de la fiesta 
de los toros como BIC, aprobándose por 180 votos a favor, 40 en contra y 106 
abstenciones7.  
E 
n este punto se manifestó otra de las más notables irregularidades de esta ILP. A pesar de 
que el Grupo Parlamentario Popular votó en bloque a favor del texto inicial de la ILP 
BIC, luego tuvo que modificarlo completamente, al admitir que el mismo provocaría una 
cascada de recursos ante el Tribunal Constitucional.  
 
Y es que el texto de la ILP, sobre el que se había sustentado todo el proceso de recogida 
de firmas, admitido a trámite y aprobado en toma de consideración por el Congreso de 
los Diputados, planteaba motivos más que fundados para ser considerado inconstitucional 

 
7 https://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/DS/PL/DSCD-10-PL-88.PDF  
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al carecer el Estado de competencias para declarar la tauromaquia Bien de Interés 
Cultural, como se explicará a continuación. 
 
1.6. Comparecencias de expertos. Imposibilidad de declaración como “Bien de 
Interés Cultural” y cambio a “Patrimonio Cultural” 
 
Fue durante el trámite de las comparecencias parlamentarias de expertos, cuando quedó 
patente que el Estado central carecía de competencias en materia taurina para declarar la 
tauromaquia BIC y concurría con las CCAA en materia de cultura. Por este motivo, a 
partir de ese momento, se descartó seguir utilizando el vocablo “Bien de Interés Cultural” 
para empezar a hablarse de “Patrimonio Cultural”. 
 
Es decir: el mismo texto que fue sometido a la recogida de firmas, admitido a trámite y 
aprobado para su consideración, durante esta primera fase del debate parlamentario ya se 
puso de manifiesto que sería inconstitucional, ya que el Estado carecía de competencias 
para tramitar y aprobar una ILP para declarar la fiesta de los toros como Bien de Interés 
Cultural (BIC).  
 
Muestra de esto, por ejemplo, es el hecho de que dos años antes, en octubre de 2010, una 
moción planteada por el PP en el Senado para instar al Gobierno a declarar BIC la fiesta 
de los toros, es decir, con idéntico objetivo, fue rechazada en bloque por el Pleno 
(consiguiendo sólo el voto a favor de los proponentes y de la senadora de UPN), por 
tratarse de una competencia de las Comunidades Autónomas (CCAA)8. 
 
Lo anterior supuso una de las irregularidades más notables en el proceso de aprobación 
de esta Ley, ya que el texto de la ILP tuvo que cambiar sustancialmente de objeto. 9Este 
hecho disgustó mucho a los proponentes de la ILP y al mundo taurino en general, pues se 
quedaban sin sus sustanciosas cuantías económicas y protección acorde con el régimen 
de los BIC. Cabe decir sobre esto que la tauromaquia, con independencia de si es BIC o 
Patrimonio Cultural, ya recibe subvenciones muy elevadas para su sostenimiento. 

 
8 http://www.rtve.es/noticias/20101006/senado-rechaza-gobierno-declare-toros-bien-interes-
cultural/359502.shtml  
9 Las medidas estatales de protección de la tauromaquia tampoco encajaban en el art. 149.1.28, que atribuye 
al Estado la defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la 
expoliación. A lo largo de las distintas comparecencias y el debate parlamentario, no se pudo fundamentar la 
existencia de esta causa que justificaría la intervención del Estado. Al contrario, tanto la exposición de motivos 
de la ILP como los comparecientes a favor de la ILP hicieron hincapié en la magnífica situación que atravesaba 
el sector y la tauromaquia en general, por lo que no cabía su rescate y protección a través de ninguna 
declaración BIC o patrimonio cultural.  
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Las comparecencias de la ILP BIC se celebraron en sede de la Comisión de Cultura del 
Congreso de los Diputados los días 10 y 11 de julio de 201310. De los 10 comparecientes, 
resultan destacables algunas manifestaciones. 
 
En primer lugar, los juristas comparecientes (un catedrático, un miembro del Consejo de 
Estado y un ilustre jurista taurino y aficionado) afirmaron tener serias dudas sobre la 
constitucionalidad del texto legal de la ILP que se firmó y se votó a favor para su 
tramitación en Cortes en su toma en consideración. La razón no era otra que la invasión 
de competencias que supondría que una ley estatal declarara la tauromaquia Bien de 
Interés Cultural.  
 
Por otra parte, quedaron en entredicho los datos económicos que barajaban los 
promotores de la ILP BIC, que fueron plasmados en la exposición de motivos, y el mismo 
representante de la Mesa del Toro reconoció en su comparecencia que había un error 
flagrante en la cifra del PIB (que decía ni más ni menos que el “mundo del toro” genera 
una aportación al PIB nacional del 2,4 %). 
  
Tampoco supo qué contestar y no pudo facilitar datos ciertos sobre las cifras de 
facturación y los 200.000 empleos vinculados al toro bravo, cifras todas ellas que 
constaban en la ILP firmada por miles de ciudadanos y ciudadanas. 
 
La inclusión por parte de los promotores de esta ILP de datos inexactos, 
escandalosamente exagerados, para aparentar una importancia económica de la que 
carece el sector ya deslegitimaba la fundamentación misma de la Proposición de ley. 
 
1.7. Debate a la totalidad 
 
Todas las enmiendas de texto alternativo presentadas por los grupos parlamentarios 
fueron rechazadas en el debate a la totalidad celebrado en sesión plenaria del Congreso 
de los Diputados de 26/9/201311. 
 

 
10 La lectura de las comparecencias en su totalidad es altamente recomendable para conocer las opiniones de 
unos y otros respecto a otras cuesƟones, más allá del proceso en sí y de la cuesƟón competencial. Puede 
accederse a las comparecencias íntegras en los siguientes enlaces:  

Día 10/7/2013: hƩp://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/DS/CO/DSCD-10-CO-374.PDF  

Día 11/7/2013: hƩp://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/DS/CO/DSCD-10-CO-376.PDF  

11 https://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/DS/PL/DSCD-10-PL-142.PDF  



 

 

Enero/Febrero 2024 I G.1               INTERCIDS BIDA AOL24-1. Mulà Arribas, A. 

—————————————————————————————————————————————————  
 

 10  
 

 

1.8. Enmiendas al articulado y aprobación de la Proposición de Ley  
 
Después de las comparecencias, el texto de la Proposición de Ley para la regulación de 
la fiesta de los toros como Bien de Interés Cultural sufrió alteraciones muy relevantes, 
suprimiendo el 99% del mismo y sustituyéndolo por otro, que fue el que se publicó en el 
BOE con la Ley 18/2013. Un texto, por tanto, que no fue autentificado por las firmas de 
la ciudadanía, único mecanismo posible para legitimar la tramitación en Cortes Generales 
de una iniciativa legislativa que provenga de una ILP. 
 
Así, el informe de la Ponencia 12  remitido a la Comisión de Cultura sobre la 
Proposición de Ley incorpora al texto de la proposición todas las enmiendas del Grupo 
Parlamentario Popular, por lo que el resto de formaciones políticas remarcaron 
que no se había votado la ILP BIC, sino la enmienda a la totalidad del PP hasta vaciar 
de contenido la iniciativa votada en febrero de 2012 en su toma en consideración.  
 
A la vista de este informe, la Ley quedó aprobada en la Comisión de Cultura con 
competencia legislativa plena el 2 de octubre de 201313, tras rechazar el PP las enmiendas 
presentadas por el resto de formaciones políticas14, siendo el resultado de la votación de 
24 votos a favor (PP y UPN), 6 en contra (U-ICV-CHA, ERC, CiU y PNV) y 14 
abstenciones (PSOE y UPyD)15. 
 
Finalmente, el texto fue aprobado por el Pleno del Senado celebrado el día 6/11/201316, 
sin introducir variaciones en el texto remitido por el Congreso de los Diputados, 
publicándose la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la Tauromaquia 
como patrimonio cultural, en el BOE de 13/11/201317.  
 
Es decir, la ILP BIC inició su andadura con un texto que se mantuvo durante toda la 
tramitación tanto en calle como en Cortes (fue admitido a trámite el texto de la ILP por 
la Mesa del Congreso, fue firmado por la ciudadanía para pedir que se tramitara y 
aprobara en Cortes, fue votado a favor cuando se sometió a la consideración del Pleno 
del Congreso para iniciar su tramitación como Proposición de Ley), pero al final de la 
tramitación antes de su aprobación, fue enmendado en su totalidad y publicado en el BOE 
con un texto completamente distinto con la Ley 18/2013. 

 
12 https://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/BOCG/B/BOCG-10-B-70-5.PDF  
13 https://www.congreso.es/public_oficiales/L10/CONG/BOCG/B/BOCG-10-B-70-6.PDF  
14 Enmiendas presentadas por el resto de formaciones políticas 
15 El debate de la aprobación de la ILP se puede leer en el siguiente enlace 
16 https://www.senado.es/legis10/publicaciones/pdf/senado/bocg/BOCG_D_10_262_1920.PDF  
17 https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2013-11837  



 

 

Enero/Febrero 2024 I G.1               INTERCIDS BIDA AOL24-1. Mulà Arribas, A. 

—————————————————————————————————————————————————  
 

 11  
 

 

 
 
2. CONSECUENCIAS DE LA APROBACIÓN DE LA LEY 18/2013 
 
2.1 Repercusiones en la prohibición de las corridas de toros en Cataluña, la 
modificación de las corridas de toros en las Islas Baleares y otras iniciativas 
municipales. Cuestión competencial  
 
2.1.1. Anulación de la prohibición de corridas de toros en Cataluña 
 
La Ley 28/2010, de 3 de agosto, de prohibición de las corridas de toros, fue recurrida por 
50 senadores del PP en el mes de octubre de 2010.  
 
El Tribunal Constitucional, mediante la Sentencia 177/2016, de 20 de octubre de 2016 
(STC 177/2016) estimó el recurso 6 años después desde la perspectiva competencial, a 
pesar de que el recurso de inconstitucionalidad interpuesto fue motivado por la invasión 
competencial, pero también, y en gran parte, por la vulneración de las libertades 
fundamentales reconocidas en los arts. 20.1.a) y c) y 38 CE (libertad artística, libertad de 
expresión y libertad empresarial) y el art. 149.1.13 en relación con el art. 139.2 CE 
(principio de unidad de mercado y de libre circulación). Es decir, la STC se muestra en 
contra de que las Comunidades Autónomas (CCAA) prohíban las corridas de toros, no 
por los derechos y libertades de los ciudadanos (toreros, empresarios, público, etc.), sino 
por las competencias ejercidas por el Estado en materia de cultura y patrimonio cultural. 
 
La razón principal esgrimida para determinar la nulidad del precepto impugnado fue el 
menoscabo de la competencia estatal para regular el patrimonio cultural español (art. 
149.2 CE, en relación con el art. 149.1.28 CE), al que pertenece la tauromaquia desde la 
aprobación de la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la regulación de la tauromaquia 
como patrimonio cultural.  
 
2.1.2. Modificación de corridas de toros en Islas Baleares 
 
Aun así, el TC concluyó que las CCAA no estaban legitimadas para prohibir las corridas 
de toros, pero sí para regularlas incorporando requisitos para el especial cuidado y 
atención del toro bravo. Sobre la base de este razonamiento, se aprobó la Ley 9/2017, de 
3 de agosto, de regulación de las corridas de toros en las Islas Baleares, que reguló las 
corridas de toros para eliminar de la lidia los aspectos más cruentos (entre otras 
cuestiones). Todos los preceptos de dicha Ley relativos a la regulación de la lidia también 
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fueron impugnados por el presidente del Gobierno Mariano Rajoy. El TC, mediante 
Sentencia 134/2018, de 13 de diciembre de 2018 (STC 134/2018), los declaró también 
inconstitucionales por motivos competenciales (menos una cuestión para la que se acudió 
a la unidad de mercado). 
 
La STC 177/2016 fue objeto de tres votos particulares de 3 magistrados que manifestaron 
una opinión contraria a la mayoría, además de ser ampliamente criticada por la doctrina. 
Los motivos fueron los siguientes: 
 

- Improcedencia de utilizar una ley posterior (Ley 18/2013) a la declarada nula (Ley 
28/2010) para motivar la misma nulidad.  

- Los dos títulos competenciales, el 149.1.28 CE y el 149.2 CE, ambos relacionados 
con cierta capacidad estatal de tipo residual y muy concreta en materias culturales, 
son insuficientes para desplegar un efecto de derogación de una norma autonómica 
dictada en base a competencias exclusivas.  

- Falta de motivación y concreción en la decisión tomada sobre que las 
competencias autonómicas exclusivas sobre espectáculos públicos y protección de 
los animales pueden ser desplazadas por la competencia estatal de protección de 
la cultura (y ello a pesar de que el Estado no tiene una competencia básica, sino 
concurrente con las CCAA en esta materia de cultura).  

- La sentencia modifica la jurisprudencia constitucional anterior dictada por el 
mismo Tribunal respecto la competencia en materia de cultura, por una supuesta 
dimensión cultural de las corridas de toros. 

 
La STC 134/2018 también generó 4 votos particulares: “Una aplicación adecuada de la 
jurisprudencia de la STC 177/2016 hubiera determinado la declaración de la plena 
constitucionalidad de la Ley 9/2017”, conclusión a la que llegaron tales votos particulares 
emitidos por magistrados del TC que expresaron su discrepancia a la opinión mayoritaria. 
 
2.1.3. Implicaciones en el ámbito municipal 
 
A nivel competencial, la doctrina de las STC 177/2016 y 134/2018 también ha tenido una 
afectación directa en las competencias municipales. Así, por ejemplo, entre otros muchos, 
el Tribunal Supremo en la STS núm. 219/2019, de 21 de febrero, desestimó el recurso 
contencioso administrativo interpuesto por el Ayuntamiento de San Sebastián contra el 
Acuerdo del Consejo de Ministros de fecha 3 de marzo de 2017, denegatorio de la 
autorización para celebrar una consulta popular sobre la celebración en el municipio de 
espectáculos taurinos. Considera el TS que no puede realizarse una consulta popular que 
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cuestione la celebración de espectáculos taurinos, que se concretaba en la siguiente 
pregunta: “¿Quiere usted que el Ayuntamiento destine recursos municipales o 
instalaciones para la realización de corridas de toros?”, ya que, conforme a la doctrina 
establecida por el TC (STC 117/2016 y STC 134/2018), las Administraciones públicas 
deben actuar de salvaguardia del patrimonio cultural (en el sentido que la Ley 18/2013 
declaró la tauromaquia patrimonio cultural). 
 
2.1.4.  Consideraciones del Tribunal Constitucional sobre la cuestión competencial  
 
Como hemos avanzado, el TC, en las Sentencias que anularon disposiciones autonómicas 
que prohibían o restringían espectáculos taurinos (STC 177/2016 y STC 134/2018), 
decidió centrar la cuestión debatida en torno a la discusión competencial.  
 
En la STC 177/2016, el TC asegura que el alcance de la competencia exclusiva de la 
Generalitat de Cataluña sobre espectáculos públicos sólo permite dictar normas 
reguladoras, pero no prohibitivas, cuando se trata de espectáculos taurinos por ser 
patrimonio cultural de todos los españoles, y no cuando se trata de otros espectáculos o 
actividades en donde se utilizan o maltratan animales, que sí podrían ser prohibidos por 
las CCAA. Es decir, el TC puso toda la fuerza argumental de la Sentencia en una norma 
sobrevenida (posterior a la norma recurrida) como fue la Ley 18/2013 que ahora se 
pretende derogar con otra ILP. 
 
Así, el TC valoró la existencia de instrumentos normativos aprobados con posterioridad 
a la Ley impugnada “como elementos de referencia que deben tomarse en consideración 
en este proceso, en línea de semejanza con la doctrina que este Tribunal ha establecido 
en relación con el denominado ius superveniens”. Dicha doctrina postula que las normas 
recurridas ante el TC han de enjuiciarse teniendo en cuenta las normas en vigor en el 
momento en que se dicta la sentencia, aunque no estuvieran en vigor en el momento en 
que se aprobó la Ley impugnada, es decir, la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, para la 
regulación de la Tauromaquia como patrimonio cultural (y en menor medida, la Ley 
10/2015, de 26 de mayo, para la salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial). Al 
respecto, cabe recordar que los votos particulares de los magistrados que se alejaron de 
la decisión de la STC criticaron el uso de la doctrina del ius superveniens o derecho 
sobrevenido de manera improcedente en un conflicto competencial como el planteado. 
 
El carácter concurrente incuestionable de la competencia en materia de cultura entre el 
Estado y las CCAA deriva de la propia Constitución española y diversas Sentencias del 
Tribunal Constitucional han terminado de perfilar dicho carácter. Así, conforme a una 
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jurisprudencia constante que arranca con la STC 49/1984, de 5 de abril, la cultura es algo 
de la competencia propia e institucional tanto del Estado como de las CCAA, y aún de 
otras comunidades, pues allí donde vive una comunidad hay una manifestación cultural 
respecto de la cual las estructuras públicas representativas pueden ostentar 
competencias. Hay, en fin, una competencia estatal y una competencia autonómica, en el 
sentido de que más que un reparto competencial vertical, lo que se produce es una 
concurrencia de competencias ordenada a la preservación y estímulo de los valores 
culturales propios del cuerpo social desde la instancia pública correspondiente. Sin 
embargo, esta línea jurisprudencial pacífica en el ámbito de las controversias 
competenciales se ha visto alterada de forma abrupta, con la restricción severa de 
competencias autonómicas en esta materia que han supuesto las Sentencias del Tribunal 
Constitucional 177/2016, de 20 de octubre y 134/2018, de 13 de diciembre.  
 
2.2. Incompatibilidad con la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio 
Cultural Inmaterial de la UNESCO 
 
Otra consecuencia destacable de esta Ley 18/2013, por la que se declaró la tauromaquia 
Patrimonio Cultural, es la incompatibilidad de la misma con los instrumentos normativos 
de Naciones Unidas para la protección de dicho patrimonio y, por tanto, la imposibilidad 
de aplicar sus propias disposiciones.  
 
Así, la Disposición Final Primera de la Ley 18/2013 disponía que: “En el plazo máximo 
de tres meses desde la aprobación de la presente Ley, el Gobierno impulsará las reformas 
normativas necesarias para recoger, dentro de la legislación española, el mandato y 
objetivos de la Convención para la Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de 
la UNESCO”. Sin embargo, existía de partida una discordancia entre la declaración de la 
tauromaquia como patrimonio cultural de la Ley 18/2013, y el artículo 2 de la Convención 
para la salvaguarda del patrimonio cultural inmaterial de la UNESCO (2003), que dispone 
lo siguiente:  
 

“A los efectos de la presente Convención, se tendrá en cuenta únicamente el 
patrimonio cultural inmaterial que sea compatible con los instrumentos 
internacionales de derechos humanos existentes”. 

 
Sin embargo, el requisito anterior no se cumple, habida cuenta que Naciones Unidas ha 
considerado que la participación y asistencia de menores de edad en eventos taurinos 
vulnera la Convención de los Derechos del Niño (1989). Véanse en este sentido las 
Observaciones Finales del Comité de los Derechos del Niño sobre los informes 
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Periódicos Cinco y Seis combinados de España, de 2 de febrero de 2018 
(CRC/C/ESP/CO/5-6): “E. Violencia en contra de los niños (arts. 19, 24 (3), 28 (2), 34, 
37 (a) and 39). 
 
 
3. ILP NO ES MI CULTURA, PARA DEROGAR LA LEY 18/2023 
 
3.1. Objeto de la ILP No es mi cultura 
 
Teniendo en cuenta los antecedentes descritos, en respuesta a la evolución social y a una 
cada vez más clara y patente voluntad y demanda ciudadana, en 2023 se gestó la 
conformación de la Comisión Promotora para presentar una Iniciativa Legislativa Popular 
con el fin de derogar la declaración de la tauromaquia como Patrimonio Cultural.  
 
Con ese fin, en diciembre de 2023 desde la Comisión Promotora se solicitó a INTERcids 
su criterio jurídico en relación con el planteamiento y redactado de esta Iniciativa 
Legislativa Popular, aportando esta entidad su asesoramiento jurídico y propuesta de 
texto, a partir del cual fue presentada la ILP18. 
 
Tras su presentación, el 2 de febrero de 2024 la Mesa del Congreso de los Diputados ha 
admitido a trámite 19  la Iniciativa Legislativa Popular (en adelante la ILP No es mi 
cultura), cuya finalidad principal es derogar la Ley 18/2013, de 12 de noviembre, que 
regula la tauromaquia como patrimonio cultural, y, en consecuencia de dicha derogación, 
modificar la correspondiente disposición en la Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la 
salvaguardia del patrimonio cultural inmaterial. Así: 
 

- La Ley 18/2013 fue dictada como respuesta en gran parte a la prohibición de las 
corridas de toros en Cataluña, como así se desprende de los debates en las Cortes 
Generales y de otros foros, regula la tauromaquia como patrimonio cultural «digno 
de protección en todo el territorio nacional» y establece un deber de protección y 
conservación de la tauromaquia. La ILP No es mi cultura tiene por objeto principal 
derogar dicha Ley 18/2013. 

 

- La Ley 10/2015 se aprobó como consecuencia de la Convención para la 
Salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial de la UNESCO de 2003, que 
exige a cada Estado Parte “adoptar las medidas necesarias para garantizar la 
salvaguardia del Patrimonio Cultural Inmaterial presente en su territorio (…)”, 
siendo su objeto (art. 1) regular la acción general de salvaguardia que deben 

 
18 Enlace al texto facilitado por INTERcids a la Comisión Promotora, sin perjuicio de ulteriores propuestas 
normativas a desarollar en paralelo por nuestra entidad 
https://intercids.org/files/INTERcids_PropuestaILP_TextoArticulado_22132023.pdf 
19 El Acuerdo de admisión a trámite fue publicado en el BOCG de 2/2/2024. 
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ejercer los poderes públicos sobre los bienes que integran el patrimonio cultural 
inmaterial. Con la derogación de la Ley 18/2013 pretendida con la ILP No es mi 
cultura, consecuentemente debería ser suprimida la Disposición final sexta, que 
se refiere expresamentea la regulación de la tauromaquia como patrimonio 
cultural. 

 
3.2. El alcance de la normativa taurina de las CCAA  
 
Desde el punto de vista competencial, es preciso recordar que el legislador estatal no ha 
podido imponer una regulación homogénea del desarrollo de las corridas de toros en el 
territorio nacional. Dicha regulación no es uniforme para todo el territorio español por 
aplicación de la misma normativa estatal, que es supletoria.  
 
A estas alturas, es necesario hacer una breve descripción del marco legal y competencial 
de los espectáculos taurinos en España:  
 
La Constitución Española de 1978 no realiza ninguna mención a los espectáculos y 
festejos taurinos. La regulación jurídica de las corridas de toros se contiene con carácter 
general en la Ley 10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administrativas en materia de 
espectáculos taurinos20, y se aplica en defecto de la normativa autonómica según su 
Disposición Adicional.  
 
El Real Decreto 145/1996, de 2 de febrero, por el que se modifica y da nueva redacción 
al Reglamento de Espectáculos Taurinos, desarrolla la Ley anterior 10/1991 y su 
Disposición Adicional primera reitera el carácter subsidiario y supletorio del Reglamento 
estatal. 
 
La explicación de la supletoriedad del Reglamento la encontramos en el mismo 
preámbulo de este Real Decreto:  
 

“En lo que se refiere a las competencias normativas y ejecutivas de las 
Comunidades Autónomas, el Reglamento ha sido absolutamente escrupuloso con 
lo dispuesto en las atribuciones estatutarias, respetando y preservando el ámbito 
de autonomía correspondientes, de acuerdo con la Ley 10/1991. Es preciso 

 
20 Desde la perspecƟva de las eventuales competencias del Estado en materia de espectáculos taurinos, la Ley 
10/1991, de 4 de abril, sobre potestades administraƟvas en materia de espectáculos taurinos, invoca la 
competencia estatal en materia de fomento de la cultura prevista en el art. 149.2 CE, pero se limita en el art. 
4.1, dedicado a las medidas de fomento, a establecer con carácter potestaƟvo que «[l]a Administración del 
Estado podrá adoptar medidas desƟnadas a fomentar y proteger las acƟvidades a las que se refiere la presente 
Ley, en atención a la tradición y vigencia cultural de la fiesta de los toros». 
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resaltar, al respecto, que desde la aprobación del Reglamento en el año 1992 se 
han producido sustanciales modificaciones en relación con las Administraciones 
públicas competentes sobre los espectáculos taurinos”. En efecto, la Ley 
Orgánica 9/1992, de 23 de diciembre, de transferencia de competencias a 
Comunidades Autónomas que accedieron a la autonomía por la vía del artículo 
143, y la posterior reforma en marzo de 1994, como consecuencia de aquélla, de 
los Estatutos de Autonomía de 10 Comunidades Autónomas han llevado a la 
práctica generalización de la competencia autonómica sobre los espectáculos 
públicos”. 
 

Es decir, ya en el año 1996, el mismo Reglamento taurino nacional reconocía que ya se 
habían producido las modificaciones en el orden estatutario que permitirían a las CCAA 
que habían asumido en sus Estatutos la competencia en materia de espectáculos, regular 
sus propios reglamentos taurinos (como así ha sucedido). 
 
Por ello se han dictado diversas normas reguladoras de los espectáculos taurinos 
autonómicos sobre la celebración del espectáculo taurino. En realidad, prácticamente 
todas las normas autonómicas inciden en aspectos regulados en el Reglamento taurino 
estatal, alterando con mayor o menor alcance dicha norma estatal e incluso dictando 
normas que llegan a modificar sustancialmente dicho Reglamento estatal por motivos de 
bienestar animal. Todo ello encuentra justificación en el hecho de que esta normativa 
estatal es de carácter supletorio y en virtud del principio de subsidiariedad que rige en 
esta materia taurina, en tales CCAA, lo previsto en dicho Reglamento estatal es de 
aplicación sólo en lo que no contradiga lo previsto en dichas normas autonómicas.  
 
De lo anterior se desprende que efectivamente el TC se ha valido mayormente de la Ley 
18/2013 para alterar el reparto constitucional de competencias en materia de cultura en 
favor del Estado. Por ello, sostenemos que la Ley 18/2013 debe desaparecer del panorama 
legislativo. 
 
3.3. La evolución social y el descenso del interés y de los mismos espectáculos 
taurinos 
 
El concepto de patrimonio cultural, como un conjunto de los bienes que forman parte de 
prácticas sociales que se han de transmitir a la siguiente generación para asegurar su 
permanencia indefinida en el tiempo, es subjetivo y dinámico, y no depende de los bienes 
o entidades materiales o inmateriales, sino de los valores que la sociedad les atribuye en 
cada momento de la historia y que determinan qué hay que proteger y conservar para la 
posteridad. Hoy en día, la protección de los animales es un valor para la sociedad, además 
de un deber legal que se extiende a todos los poderes públicos. 
 
El carácter evolutivo de la tauromaquia se plasma en el mismo preámbulo de la Ley 
18/2013, de 12 de noviembre, reconociendo expresamente que la tauromaquia está 
supeditada a los cambios sociales que ya se vienen experimentando en este ámbito, al 
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afirmar que “la fiesta de los toros y los espectáculos taurinos populares son algo vivo y 
dinámico, sujetos a constante evolución, sin que se puedan hacer conjeturas sobre de qué 
manera se adaptarán a las sensibilidades cambiantes de nuestros tiempos u otros 
venideros”.  
 
Este carácter cambiante y dinámico de todos los bienes que integran el patrimonio cultural 
se reitera en la Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la salvaguardia del Patrimonio Cultural 
Inmaterial, cuyo art. 3 enumera los principios generales que han de regir las actuaciones 
de salvaguardia de los poderes públicos sobre los bienes del patrimonio cultural, 
subrayando “El dinamismo inherente al patrimonio cultural inmaterial, que por 
naturaleza es un patrimonio vivo, recreado y experimentado en tiempo presente y 
responde a prácticas en continuo cambio, protagonizadas por los individuos y los grupos 
y comunidades”. 
 
La evolución de la sociedad ha traído consigo un notable descenso de los espectadores de 
las corridas de toros y los registros son similares en los llamados festejos taurinos 
populares. 
 
3.4. Excepción de la legislación de las actividades culturales y deportivas 
 
Con carácter general se observa que los espectáculos taurinos han sido excluidos de la 
aplicación de la normativa sobre protección de los animales para que puedan seguir 
realizándose, lo que equivale a pronosticar que dichas actividades no pueden cumplir con 
la normativa sobre protección animal: 
 

- La Ley 32/2007, de 7 de noviembre, para el cuidado de los animales, en su 
explotación, transporte, experimentación y sacrificio, de ámbito estatal, dispone 
que no se aplicará a los espectáculos taurinos. 

- La Ley 7/2023, de 28 de marzo, de protección de los derechos y el bienestar de 
los animales, excluye de su ámbito de aplicación a los animales utilizados en los 
espectáculos taurinos.  

- Las 17 leyes dictadas por las CCAA -menos las Islas Canarias- han excluido o 
excepcionado a los espectáculos taurinos de su ámbito de aplicación.  

 
Este trato como excepción o exclusión expresa que tanto la normativa estatal como la 
dictada por todas las CCAA sobre protección de animales ha otorgado a esta actividad, 
provoca que no pueda extenderse a la generalidad declarándola, como así hizo la Ley 
18/2013, patrimonio cultural común de todos los españoles digno de protección en todo 
el territorio nacional. 
 
En definitiva: teniendo en cuenta los antecedentes y todas las irregularidades ocurridas 
en el proceso de aprobación de la Ley que declaró la tauromaquia como Patrimonio 
Cultural, así como las repercusiones de dicha ley y el rechazo de la sociedad a una cultura 
de espectáculos de maltrato animal, resulta evidente la necesidad y pertinencia de la 
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Iniciativa Legislativa Popular que, bajo la denominación No es mi cultura, inicia ahora el 
proceso de recogida de firmas para su posterior tramitación en el Congreso. 
 
 

Anna Mulà Arribas, Abogada. 
Equipo Técnico INTERCIDS 

  equipotecnico@intercids.org 
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